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     María Ramírez Ribes

 Uno de los propósitos del Club de Roma, Capítulo venezolano, desde que se fundó, ha sido reflexionar sobre la problemática mundial a partir de la experiencia venezolana. El panorama global de los últimos años  muestra  la escalada de violencia que se sufre en todos los rincones del planeta. El desasosiego, la inestabilidad y la incertidumbre se han convertido en variables permanentes. La convivencia democrática y los procesos de cohesión social están cuestionados. Los conceptos de paz y guerra ya no son lo que eran hace apenas unos años y el manejo del conflicto ha adquirido complejidades nunca imaginadas por la interrelación que existe entre todo lo que acontece. Venezuela no ha permanecido al margen de esta problemática, muy al contrario, dada la coyuntura particular que ha vivido en los últimos años, se ha convertido en una especie de laboratorio viviente para todos los estudiosos de las ciencias políticas y sociales.


Ante esta realidad, el Capítulo Venezolano del Club de Roma ha tomado la iniciativa de contribuir a la comprensión de ciertos aspectos de la situación venezolana actual a través de este informe que intenta, desde el ángulo cultural, político, social, económico y antropológico,  dar una visión de la convivencia democrática en Venezuela hoy, de lo que ha sido la trayectoria histórica de esa convivencia y de los posibles escenarios que podrían incidir en la realidad inmediata y mediata del país.


Más que una afirmación, en un determinado momento lo que nos planteamos fue un interrogante ¿Es posible la convivencia democrática? ¿Cuán cercana podría llegar a estar? ¿Qué cambios culturales, políticos, económicos y sociales exigiría? ¿Se puede lograr dicha convivencia sin antes subsanar las desigualdades sociales, sin antes transformar, en todos los estratos de la sociedad,  la mentalidad que ha conducido al estado de cosas que ahora se vive y que se hace presente tanto en el día a día como en el manejo de los recursos petroleros, en la dialéctica interna de los partidos políticos, en la institucionalidad, en la anarquía, en la viveza y en la agresividad que se respira a veces en esta especie de gran gallera en la que se ha convertido el país? Una gallera en donde lo importante es tomar partido, a sabiendas de que lo que está en juego es la exclusión del otro, aun a costa de la sangre y la vida. La ceguera de la pelea de gallos es el mayor impedimento para la convivencia democrática. La mayoría de los autores parecen coincidir en que la gallera no es la única opción y en que el respeto a las diferencias se puede lograr. Pero también coinciden en que la convivencia democrática no ha estado siempre presente en la tradición y en la historia de Venezuela y en que, alcanzarla, exigiría una mayor toma de conciencia de esta realidad que estuvo presente en una buena parte de la historia republicana.


 Rafael Arráiz Lucca inicia el libro y ve a la democracia venezolana como “un joropo que no cesa”, en donde “levantar la bandera de la democracia fue, durante muchos años, encontrar en la acera de enfrente la bandera de los militares”.  Su texto hace un recorrido de esta trayectoria hasta llegar al lugar en el que Venezuela se encuentra ahora y ve como posible “reconstrucción de la democracia en Venezuela [...] la descentralización política  y administrativa” a través del incremento de la autonomía regional. Para Arráiz Lucca la revitalización de la democracia pasa “por la democratización del poder y ello está lejos de lograrse si un Estado ineficiente confisca la voluntad de la mayoría con el argumento de representarla”. Un interrogante surge en el caso venezolano: “¿Puede alcanzar el desarrollo una sociedad cuando las fuentes de riqueza decisivas están en manos del Estado  y no de la Nación? Hasta la fecha, la historia nos enseña que en aquellos países donde el Estado es inmensamente rico  sin el concurso impositivo de la Nación, [...] se da una ecuación indeseable: un Estado rico, pero cuadrapléjico, y una Nación pobre, que no encuentra espacio para desarrollarse.” La alusión al joropo retorna en la conclusión. “El proyecto histórico venezolano que ha reunido en torno suyo la unanimidad es la democracia. Hasta los dictadores han gobernado en su nombre y elogio”. Todos parecen haberlo hecho con el ritmo del joropo: “nervioso, en círculos, con voces atipladas, como en trance de juventud pero sin abandonar la adolescencia, con  las manos enlazadas atrás y con las faldas batientes, agudo, trepidante, lejos, muy lejos del sosiego. Así el joropo, así nosotros.”   

El análisis de Marco Tulio Bruni Celli profundiza  en el papel que han jugado los partidos políticos a favor de dicha convivencia desde el “Partido Conservador y el Partido Liberal” en el siglo XIX hasta el desgaste que los modernos partidos sufrieron en las últimas décadas del siglo XX y que fue “determinante en la actual crisis política venezolana”. Minuciosamente, Bruni Celli analiza las cuatro fallas fundamentales en el progresivo proceso de descomposición de los partidos: “a) el deficiente grado de institucionalización; b) su progresivo aislamiento de la sociedad y su incapacidad para incorporar a nuevos grupos emergentes; c) sus prácticas autocráticas hacia dentro y hacia fuera que terminaron obstaculizando la formación de una cultura cívica de la democracia; y d) las distintas manifestaciones de corrupción a lo largo de los gobiernos democráticos.” Estas fallas ponen al descubierto la gran responsabilidad que los modernos partidos  han tenido en el juego democrático, así como la imperante necesidad de transformación a que deben someterse porque no puede haber democracia sin partidos. Como tampoco puede haber democracia sin la inserción de las diferencias en la institucionalidad, lo que se relaciona con el aporte mío al libro.

Mi texto hace una revisión de la influencia  que ha tenido la cultura en la historia y en la sociedad venezolana, entendiendo por cultura, los valores, mentalidad, actitudes ante la vida, hábitos y creencias que han servido como respuesta a los retos de la cotidianidad en Venezuela. Al hacerlo, resalto la valorización de la igualdad por encima de la libertad, y la manera como dicha valorización, después de la Independencia, se convirtió en la meta del objetivo social y arraigó en la mentalidad colectiva hasta el punto de  distorsionar incluso la visión que el venezolano tenía de sí mismo y de sus posibilidades de superación y de futuro.  Debido a esta distorsión, la competitividad y la eficiencia han sido vistas por un buen porcentaje de la población como una agresión que atenta contra la nivelación igualitaria. La valoración del igualitarismo social ha influido negativamente en la convivencia democrática por la dificultad que implica el adecuado  manejo de las diferencias, del dilema y del conflicto.  Y lo mismo ha sucedido con la valoración del mérito y la excelencia, que han sido vistos por muchos como favoritismo o exclusión. Estos elementos están muy relacionados con la visión que a veces ha prevalecido sobre la riqueza y  la justicia. Un buen porcentaje de la población venezolana desconoce la asociación entre riqueza y trabajo; más bien piensa que la fortuna es producto de la viveza o de un golpe de suerte y que la justicia es el instrumento de castigo dirigido al que ha logrado poder y riqueza.  Esta percepción crea frustración, confrontación y resentimiento, así como la creencia de que el bienestar no depende del esfuerzo personal dirigido a producir riqueza sino de la dádiva del Estado o de la manera como dicho Estado se encarga de repartir lo que otros han producido y ganado. En el fondo, lo que está en juego es la vieja pugna entre tradición y progreso, acentuada en la historia reciente por la manipulación que desde el poder  se ha hecho de ella, pero a la vez con un matiz diferente por el mayor grado de participación ciudadana que se observa en la reflexión política. Este hecho podría representar un cambio en los patrones culturales del venezolano.

El aporte de Maria Sol Pérez Schael afirma que la “conciliación entre política y ética, o entre instituciones y logros, propia de una democracia liberal, ha sido un proyecto fallido en Venezuela, país donde las utopías voluntaristas de un Estado homogéneo, las ilusiones del poder constituyente y el imperio de las pasiones inciviles y personalistas, han entorpecido la convivencia y dificultado la estabilidad democrática y la realización de la justicia. No en balde se afirma que la historia republicana ha sido escrita entre equívocos y sangre”. El voluntarismo al que se refiere Pérez Schael parece haber interferido en la gobernabilidad del país. Pérez Schael indica que para “incorporar excluidos e integrar diferencias sociales, étnicas y culturales [...] se requieren espacios de tolerancia y mecanismos que promuevan el debate y la negociación.”  No parece ser este el caso del proyecto político de revolución y credo bolivariano que se ha instaurado en Venezuela fundado más bien, según la caracterización de O’Donnell, en “una democracia delegativa” lo que acaba siendo una “restauración neo-absolutista [...] que mantiene las apariencias de procedimientos democráticos” y que “está , pues , condenado a perecer o a descubrir su vocación autoritaria ejerciendo la violencia.”

El análisis de Mercedes Pulido en torno a la gobernabilidad  se centra en el conflicto que se ha podido observar en distintas etapas de la historia, entre el “republicanismo purificador, que reconoce a la democracia como el régimen ideal de gobierno”, y la “dictadura restauradora” que asume que cuando el “deterioro es profundo” la posibilidad de vivir en democracia se entorpece y “se hace necesaria la dictadura restauradora de las virtudes cívicas ciudadanas”. Trasladando este conflicto al presente, admite que “la mayoría silenciosa venezolana no se sitúa en los extremos de estas dos referencias ideológicas”. Y añade que “dentro del proyecto vigente ‘chavista’, especialmente en su corriente popular y democrática, coexisten ambas corrientes”. Para Mercedes Pulido, “los interrogantes que profundizaron la crisis de legitimación democrática siguen presentes y sin respuesta”. Considera que  “superar la exclusión social implica reconocer la heterogeneidad de la pobreza y de la desigualdad, asumir la difícil convivencia entre visiones tradicionales, modernizantes y post-modernas [...] El desafío de la gobernabilidad democrática reside no solo en el fortalecimiento institucional, o el acceso y desconcentración del poder, sino en asimilar que las mejoras de las condiciones sociales requieren” esfuerzos económicos y cambios culturales.


Ruth Capriles, por su parte, parece decir que la mayoría no es tan silenciosa como parece y que “la acción política de  los ciudadanos no es nueva en Venezuela ni tampoco original. Al igual que en otros países y en otros tiempos, los venezolanos hemos hecho presencia cuando la historia lo ha requerido. A lo largo de dos siglos de vida independiente, han cambiado los motivos y los números de ciudadanos movilizados, pero hay una causa que siempre provoca la participación en la política: el temor a perder la libertad.” Al mencionar las particularidades de la movilización ciudadana en Venezuela en la actualidad, Ruth Capriles destaca su  carácter insurgente, además de a) “la organización de la participación espontánea; b) el carácter pacífico de las manifestaciones; c) la permanencia de la participación mientras no cese la amenaza;” e indica a  modo de conclusión la participación ciudadana “como parte de la solución política.”


Karl Krispin en sus “reflexiones incompletas en el quirófano de la historia. Venezuela 1992-2002” hace un recuento de lo acontecido en esta última década, a partir de la asomada golpista del teniente coronel Hugo Chávez Frías la madrugada del 4 de febrero de 1992, con la  observación de que “el más grave error del sistema de predominio bipartidista [...] fue precisamente no haber patrocinado en la población el ejercicio de una verdadera cultura política y la noción de ciudadanía”. También destaca la manera como “un crecimiento del nueve por ciento de la economía venezolana en 1991” se fue por la borda ante el panorama de la intentona golpista de 1992 y la posterior salida del Presidente Pérez, que considera “uno de los más graves desaciertos en la historia política contemporánea de Venezuela”. Aunque a su vez aprueba la forma en que el Presidente Rafael Caldera “sobreseyó la causa de los militares golpistas en 1992” por considerarlo coherente con la pacificación de su primer gobierno. Las sucesivas violaciones  a la Constitución Nacional por parte de Hugo Chávez ya como presidente, se unen en lo que en el criterio de Krispin, “constituye lo más censurable de este ejercicio presidencial: la violación al respeto que debe existir entre un presidente de la República y sus administrados”, que unido a la “constante descalificación [...] a quienes considera sus adversarios”, y  a la “vulneración a la paz del lenguaje” y al Lema de la Revolución, como una manera de demarcar “sin equívocos una vocación de exclusión, [...] el país ha sido peligrosamente acuchillado en dos bandos que parecen no reconciliarse ni entender la gravedad de un desencuentro de la convivencia democrática.”


Marcelino Bisbal habla de la relación entre la política y los medios y la manera cómo esto incide en el contexto venezolano, en donde diversas investigaciones indican que “la población hoy día  tiene una visión de la realidad a través de los distintos Medios. En donde el 72% afirma que se entera a través de la TV, el 36 % por intermedio de la prensa y el 30% usando la radio. Y que, “la TV es usada como canal de información, para hechos coyunturales en desarrollo y la prensa para la profundización al detalle”. Bisbal insiste que “los medios no son sólo narradores o comentaristas del conflicto, son también participantes del mismo conflicto político.”  Esta realidad  se podría aplicar a otras partes del planeta. Aun así él se interroga, como tantos otros en otras partes podrían interrogarse: “¿Cómo crear consensos sociales y políticos sobre el futuro inmediato del país superando las recriminaciones de legitimación política y de imagen mediática? ¿Habrá disposición de los medios de comunicación para unirse a un esfuerzo de consolidación nacional más allá de las políticas informativas en su oferta cotidiana de violencia, pseudo-erotismo y basura espiritualista? ¿Cómo fijar en los medios, y también en los comunicadores, los límites de lo opinable? ¿Cómo hacer entender a todos los frentes y sectores del país, que la  visión de país, de la política, de lo social, [...] no puede ser exclusivamente una visión mediacéntrica?” En general enfatiza la urgencia de “honestidad en el proceso mental que va desde los datos a las conclusiones” y concluye con una frase del colombiano Martín Barbero: “¿Cómo compartir duelos si ni siquiera podemos llorar juntos?” Frase que nos  podría remitir también a la metáfora de la gallera.


Por ahora, pareciera ser  que no podemos llorar juntos y que la pelea en la gallera continua porque, como señala Axel Capriles M., no ha habido en Venezuela una tradición  que reconozca el valor de lo colectivo, la conveniencia de la cooperación y la utilidad de la sujeción de las personas a la ley. Ajeno al civismo solidario, el carácter social venezolano gira en torno al “individualismo anárquico”, una cultura subjetiva que afinca los componentes disfuncionales del individualismo: escasa ciudadanía, descuido de la vida comunitaria, atomización social, desafío de lo público, rechazo a cualquier orden colectivo, consideración exclusiva de la propia supervivencia. El estudio del individualismo anárquico tiene particular importancia a la hora de solucionar problemas fundamentales como la economía informal, la reforma judicial o la pobreza  en Venezuela. Para Capriles, el desarrollo económico y el proceso de modernización de la sociedad venezolana pasa necesariamente por la transformación de los factores culturales. Una agenda de educación ciudadana que logre mitigar el particularismo y revertir  el modelo político que toma en cuenta los derechos adquiridos sin acompañarlos de obligaciones y deberes.  La interpretación de la autonomía e independencia del individuo como  ausencia de normas degenera en falta de solidaridad entre los miembros de la comunidad y en multitud de formas egoístas que propenden a la anarquía preservando el subdesarrollo y la pobreza. En la opinión de Axel Capriles, “el caso venezolano es particularmente complejo porque en él se da la presencia sincrónica de modos de valoración contrastantes, una desordenada mezcla de la ética colectivista (tan importante para el estudio de la corrupción administrativa, por ejemplo) como un modo de existir individualista centrado en el valor absoluto del ser y no del hacer”.  Quizá el problema central de Venezuela reside en nuestra incapacidad de vernos desde adentro, en la reticencia a entender ese “ser” sin “hacer”  y a la riqueza y diversidad que encierra.

Umberto Eco ha dicho: “Si no hubiera diferencias no podríamos entender siquiera quienes somos”. La educación y la cultura, como apunta el análisis de Víctor Guédez, son los elementos indispensables para entender la riqueza de la diversidad y de las diferencias y, por tanto, para entendernos a nosotros mismos. Ambos constituyen la base de lo que diversos expertos han llamado  “Capital Social” y cuyo concepto Víctor Guédez recoge en su ensayo.  Si “la cultura es la capacidad de creer y de crear, la educación es la capacidad de saber y de querer”. En este sentido, el Capital Social conjuga “las capacidades de creer, crear, saber y querer en función del respeto a la diversidad”. Por eso Guédez habla de las “c” del Capital Social: “la comprensión del otro, la confianza en los semejantes, la compasión por los más necesitados, la credibilidad de las interacciones, la colaboración estratégica, la congruencia de las conductas, la creación de valor, las comunicaciones transparentes, la continuidad de los esfuerzos, el compromiso con los proyectos, la corresponsabilidad sostenida, y el coraje para asumir todo lo anterior [...]. No puede haber desarrollo cuando los significados de Capital Social se vulneran en sus posibilidades más elementales [...] No es necesario recurrir a investigaciones sedimentadas para apreciar que, durante los últimos años, en Venezuela hemos alcanzado los grados más bajos de la escala que mide el Capital Social. En lugar de concentrarnos en el incremento de los valores asociados a este concepto, se ha observado un énfasis, casi exclusivo y también excluyente, hacia el (anti)Capital Ideológico”. Esto hace reaccionar en lugar de actuar y excluir en lugar de incluir. Guédez insiste en que “no pueden resolverse los problemas con los mismos criterios que los engendraron [...]. Mientras el Capital Social promueve confianza y concertación, el (anti)Capital ideológico genera desconfianza y confrontación.” En definitiva, Víctor Guédez piensa que en Venezuela, la cultura y la educación han privilegiado el interés de incentivar el (anti)Capital Ideológico por encima del Capital Social. Es decir, el circuito “provocación-intimidación-descalificación-exclusión” han privado por encima del circuito de “reconocimiento-tolerancia-solidaridad-inclusión”, con todas las colaterales que lo acompañan.


En esta misma línea se sitúa Gustavo Coronel, quien enfoca el problema de la pobreza como una lucha que nos  involucra a todos y que se combate con educación y participación ciudadana y no con proteccionismo y regulaciones estatales. Y en este sentido esboza un programa de educación ciudadana, para lograr una transformación masiva  de grupos pasivos a grupos activos, así como también hace una revisión de la correlación entre inversión en educación por parte del Estado y los resultados poco favorables en comparación con otros países de la región. Coronel señala también ejemplos concretos en donde la participación del Estado ha sido contraproducente, como puede ser el Programa Bolívar 2000. Según él, la ejecución del  programa no fue el adecuado porque “no se hizo con las comunidades y con la colaboración de los gobiernos regionales sino para las comunidades, con la total exclusión de los gobiernos regionales. Tuvo una clara intención de propaganda política más que un genuino deseo de mejorar las condiciones de vida de los venezolanos. Se convirtió en una bandera ideológica tratando de sembrar en la mente del pueblo la idea de que la Fuerza Armada era una institución benefactora y paternal, lo peor , sin embargo, es que el programa se basó en la dádiva y el subsidio. Es decir, condujo a reforzar en el venezolano pobre su trágico sentido de dependencia en el gobierno y su subordinación espiritual al liderazgo político mesiánico y providencial”.

 Arnoldo José Gabaldón dice que “uno de los alegatos que con mayor contundencia se hacen en contra de la democracia venezolana, es el haber permitido un descenso notorio  de la calidad de vida de la población durante las dos últimas décadas.” Tomando en cuenta la riqueza en recursos naturales del país, Gabaldón se cuestiona si el maltrato de dichos recursos “ha contribuido al proceso de deterioro de la calidad de vida de los venezolanos” y, paralelamente, si el desmejoramiento ecológico es un hecho y qué se podría hacer para detenerlo o aminorarlo. Gabaldón señala cinco manifestaciones del empobrecimiento ecológico del país: “A) la destrucción de la biodiversidad, B) la contaminación de las aguas, C) la degradación de los suelos, D) la contaminación del aire y, E) El deterioro de los ambientes urbanos y periurbanos.” La complejidad de la solución al problema exige de “políticas, estrategias y acciones de mediano y largo plazo”. Estas políticas no pueden dejar de lado “planes de ordenación territorial”. Gabaldón insiste en que “ si lográramos en Venezuela un régimen eficaz y efectivo de ordenación del territorio, seguramente se evitaría un alto porcentaje de los daños ecológicos que está causando el crecimiento espacial anárquico.”  


Precisamente en esa línea, pero en  relación al ordenamiento de las ciudades se sitúa Carlos Gómez de Llarena, quien considera que “la ciudad es la ‘naturaleza’ humana. En ella, el hombre nace, se educa, vive, se relaciona con los demás y ‘cultiva’ su civilización [...] la ciudad, al mismo tiempo es un producto de, y la matriz para, la sociedad que la habita y la construye.” Si la sociedad es un reflejo de la ciudad, ¿qué tipo de seres humanos albergan hoy “las inmensas áreas marginales y deprimidas” de las ciudades latinoamericanas? Ciudades que carecen de “escenarios sociales, de instituciones y espacios para la democracia” y que son las que van dando forma al futuro del ciudadano. Gómez de Llarena propone retomar el ordenamiento de las Leyes de Indias, “el lenguaje de la cuadra, de los encuentros de esquina, de la trama de las calles, de las secuencias uniformes de plazas parroquiales” que han sido desplazados por el urbanismo moderno, el cual en general ha olvidado el “rol irrenunciable del Estado como dador de forma y estructuras urbanas, como proveedor de espacios públicos para las actividades de la sociedad, para las actividades comunes [...]. Esto es particularmente necesario para las clases más necesitadas, para quienes el espacio público es el espacio imprescindible donde desarrollar sus actividades sociales.” 


Llama la atención que el Estado Benefactor que ha prevalecido en Venezuela, tal y como lo analiza Simón Molina Duarte, no haya prestado suficiente  atención a este hecho a  lo largo de los años. En la panorámica de los modelos de desarrollo económico para Venezuela que presenta Molina Duarte, se señala la importancia de tomar en cuenta la realidad política, económica y social, así como los escenarios en el contexto internacional para conformar lo que debería ser el “modelo de desarrollo para la Venezuela del siglo XXI”. En este sentido el petróleo, como indica Alberto Quirós Corradi, puede jugar un papel primordial como motor de la diversificación económica. El autor hace notar, sin embargo, que “la contribución del petróleo, por sí sola, no alcanza  para financiar el desarrollo necesario y sostenible del país.” Por los datos y especificaciones que suministra Quirós Corradi, “la conclusión inevitable es que, aún corrigiendo por mala administración, despilfarro y corrupción, el nivel actual de presupuesto nacional, aun con ingresos sobreestimados, no es suficiente para atender las grandes necesidades del país”. Por tanto, “1) Hay que producir más en el sector no petrolero [...], 2) repartir ‘equitativamente’ lo que se produce hoy no haría sino distribuir ‘mejor’ la pobreza. 3) El sector no petrolero está –en gran parte- en manos del sector privado (los ciudadanos) y estos pueden generar riqueza en forma más eficiente que el Estado. 4) Venezuela no es un país rico. Por muchos años fue un país con dinero (que es otra cosa)” 5) La participación privada podría aumentar la contribución petrolera . 6) “ El Petro-Estado fracasó y –por tanto- se requiere un modelo diferente Estado-sociedad- petróleo.”


Alberto Quirós hace una serie de recomendaciones en función de este nuevo modelo; algunas de ellas coinciden con lo que plantea José Luis Cordeiro, acerca de la participación ciudadana a través de una colocación parcial o progresiva de las acciones de PDVSA en la Bolsa de Valores. Quirós Corradi y Francisco Monaldi, en numerosos artículos de prensa ampliaron este tema. Cordeiro lo retoma y hace referencia a dichas proposiciones a la vez que las relaciona con lo ocurrido en distintas partes de América Latina, a raíz de la desestatización y privatización de  PetroPerú, por ejemplo, y otras compañías. 


Antonio Francés  hace una relación entre la empresa privada y el Estado en Venezuela desde la segunda mitad del siglo XX hasta el momento y del importante papel que el Estado ha jugado en la economía. Hace referencia a momentos específicos en los cuáles se dieron ciertas características de crecimiento o de quiebra,  de los grupos que ejercieron un papel hegemónico en dichas etapas y menciona el papel que jugó la Corporación Venezolana de Fomento en 1946 en el fomento de la empresa privada nacional y de la sucesiva consolidación, de los grandes conglomerados industriales que se beneficiaron del modelo de desarrollo basado en la renta petrolera y en el proteccionismo y que prácticamente desaparecieron tres décadas después.  Para Antonio Francés, el punto de quiebre del desarrollo económico del país en 1978 coincide, paradójicamente, con el cenit de la expansión de la empresa nacional, pública y privada”. Añade: “La política de proteccionismo y la abundancia de recursos resultó en inversiones ineficientes, tanto en las empresas públicas como en las privadas.” Visualiza un nuevo modelo de relación en el cual la economía venezolana supere su dependencia de la renta petrolera y retome la senda del crecimiento. Pero, para ello, entre otras cosas, “se requiere recuperar la confianza  para invertir y crear condiciones macroeconómicas favorables. En particular, es necesario evitar la sobre valuación de la tasa de cambio”. Francés concluye: “Para  que la cooperación público-privada resulte en el fortalecimiento competitivo de la economía cada acción a tomar debe tener como norte apoyar y dirigir las fuerzas de mercado, en lugar de oponerse a ellas o pretender suplantarlas. Se requiere que los empresarios aprendan a utilizar el poder del Estado para potenciar sus propias capacidades de cara a los mercados nacionales e internacionales, no para obtener rentas, como ha sucedido en el pasado.”


Simón Alberto Consalvi cierra el libro con un tema que ha estado y está en el eje de la convivencia democrática: “La relación entre civiles y militares”, a la que, de una manera u otra hacía ya alusión Rafael Arráiz Lucca en le primer capítulo del libro. Eso que ha constituido “el carrusel de la discordia” a lo largo de la historia de Venezuela y muy especialmente, en el acontecer reciente del país, luego de la Constitución de 1999. Consalvi retoma elementos del pensamiento de Simón Rodríguez, Augusto Mijares y Andrés Eloy Blanco para hacer un recorrido de  la interrelación entre el militarismo y el civilismo desde la guerra misma de la Independencia en donde ambos conceptos se confunden para dar paso al caudillaje que vino después.  Durante el siglo XIX, el “ militarismo sin control es la característica fundamental” de un tiempo de guerras civiles en el que “guerrear era un oficio”. Venezuela disfrutó de escasos “veintisiete años de relativa paz”. Si bien los “militares siempre estuvieron presentes en la toma de las grandes decisiones”, los regímenes democráticos de la Venezuela moderna se esmeraron en que “el país tuviera militares profesionales, aptos e ilustrados, capaces de ejercer a cabalidad los deberes de su misión”. Fueron, precisamente los civiles los que a partir de 1959 intentaron, como nunca antes en la historia, que las Fuerzas Armadas de tierra, mar y aires fueran las mejor dotadas, “intelectual y materialmente”. Consalvi señala que “el famoso juramento del Samán de Güere, en 1983, cuando un grupo de oficiales medios conspira para tomar el poder”, representa una vuelta al siglo XIX. Al politizarse, los militares se dividen, como el resto de los venezolanos,  porque eso es la política en esencia: “deliberar, tomar caminos distintos, posiciones diferentes, asumir antagonismos. Reclamaron una nueva Constitución, fueros antiguos y voto militar. Que se borrara del texto constitucional todo vestigio que los excluyera de las deliberaciones políticas. Así ocurrió. La constitución de 1999 excluyó al poder civil de toda participación en las Fuerzas Armadas, concentrando todos los privilegios en el comandante en jefe. Un Estado dentro del Estado,   consagró como dogmas lo que la República de Páez había negado, y negaron desde entonces (en los textos) hasta Juan Vicente Gómez, y a partir de 1936, los regímenes democráticos que siguieron a la muerte del viejo tirano. [...] Más pronto que tarde el proyecto revolucionario presentado como un canto de sirenas, dio sus frutos. Los militares fueron seducidos. Los militares fueron destruidos, [...] la anarquía suplantó a la disciplina, la politización a la profesionalización. No es una exageración afirmar que Venezuela carece de Fuerzas Armadas, y que, como nunca antes, la seguridad del Estado y de la sociedad está en riesgo, hacia adentro y hacia fuera. Es, sin duda, un tema capital, y concierne por igual a civiles y militares [...] Hoy Venezuela está fragmentada y las Fuerzas Armadas no son la excepción. Es urgente rescatar el apoliticismo de las Fuerzas Armadas, y en esto, los civiles estamos obligados a prestar toda nuestra contribución, tanto en el debate como en nuestra conducta” a manera de poner “punto final al carrusel de las discordias del siglo XX” . 

